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Corte Constitucional
	 
          

     COMUNICADO No. 25
        Junio 26 y 27 de 2013
 


La Corte Constitucional devolvió al Senado de República el proyecto de ley Consuelo devis Saavedra, que regula los servicios de cuidados paliativos para el manejo integral de pacientes con enfermedades terminales.  
	    IV. EXPEDIENTE OG-145  -   AUTO 121/13     (junio 27)   
          M.P. Luis Ernesto Vargas Silva


1.
Norma objetada
Proyecto de Ley Estatutaria 138 de 2010 Senado -290 de 2011 Cámara, “Ley Consuelo Devis Saavedra, mediante la cual se regulan los servicios de cuidados paliativos para el manejo integral de pacientes con enfermedades terminales, crónicas, degenerativas e irreversibles en cualquier fase de la enfermedad de alto impacto de la calidad de vida”.
2.
Decisión 

Primero.- Por Secretaría General de la Corte Constitucional, DEVUÉLVASE a la presidencia de la Cámara de Representantes el proyecto de ley No. 138 de 2010 Senado -290 de 2011 Cámara, “Ley Consuelo Devis Saavedra, mediante la cual se regulan los servicios de cuidados paliativos para el manejo integral de pacientes con enfermedades terminales , crónicas, degenerativas e irreversibles en cualquier fase de la enfermedad de alto impacto de la calidad de vida”, con el fin de que tramite la subsanación del vicio de procedimiento identificado en esta providencia.
Segundo.- CONCÉDASE a la Plenaria del Senado de la Cámara de Representante, el plazo de treinta (30) días, en los términos del artículo 202 de la Ley 5ª de 1992, en concordancia con el artículo 45 del Decreto 2067 de 1991, para que subsane el vicio detectado en esta providencia. 

Tercero.- Una vez subsanado el vicio a que se refiere la parte considerativa de esta providencia, REMÍTASE por la Cámara de Representantes a la Corte Constitucional el proyecto de ley estatutaria para continuar el trámite de rigor, de acuerdo con lo previsto en el artículo 167 de la Constitución Política.
3.
Síntesis de los fundamentos
El día 15 de junio de 2012, el Gobierno Nacional, actuando a través del Ministro del Interior y de la Ministra de Salud y Protección Social, objetó por inconstitucional el proyecto de ley de la referencia, por considerar que debió tramitarse como ley estatutaria. 
Antes de entrar a emitir un pronunciamiento de fondo sobre esta objeción, acorde con lo dispuesto en el artículo 167 de la Constitución, la Corte debía verificar si se había cumplido en debida forma con el trámite de la objeción gubernamental en el Congreso de la República, toda vez que su formulación suscita una nueva reflexión en las cámaras legislativas sobre la conformidad del proyecto de ley con la Carta Política, para lo cual vuelve a segundo debate en cada cámara. El Tribunal reiteró, que la insistencia de las cámaras en el proyecto de ley objetado es un presupuesto de procedibilidad del pronunciamiento de la Corte Constitucional acerca de las objeciones gubernamentales, como quiera que si falta en todo o en parte, deberá entenderse que dicho proyecto fue archivado total o parcialmente, de acuerdo con lo previsto en el artículo 200 de la Ley 3ª de 1992 y no habría lugar a dicho pronunciamiento.  Para la Corte, la insistencia de las cámaras en el proyecto de ley objetado, evidencia una discrepancia de orden conceptual sobre un aspecto jurídico constitucional entre el Ejecutivo y el Legislativo, que se concreta en el segundo debate que debe realizarse en cada cámara en torno de un informe sobre las objeciones que se somete a votación en cada una de las cámaras, con todos los requisitos exigidos por la Constitución. 
En el caso concreto, la Corporación encontró que en la aprobación del informe de las objeciones gubernamentales al proyecto de ley No. 138/10 Senado – 290/11 Cámara se había pretermitido el anuncio previo de la votación previsto en el inciso final del artículo 160 de la Constitución. En efecto, al revisar las actas correspondientes se constató que si bien en la sesión plenaria de la Cámara del 4 de septiembre de 2012 se había anunciado el informe de la objeción al citado proyecto de ley para la siguiente sesión, el informe de las objeciones en el que se proponía insistir en dicho proyecto de ley, fue considerado y aprobado en la sesión plenaria de la Cámara de Representantes celebrada el día 11 de septiembre de 2012, sin que hubiera sido anunciado nuevamente en la sesión inmediatamente anterior que se realizó el 5 de septiembre de 2012, con lo cual se rompió la cadena de anuncios y con ello se desconoció el precepto constitucional que garantiza la publicidad del procedimiento legislativo, el cual tiene, entre otros propósitos, permitir que los congresistas no sean sorprendidos con el debate y votación de un proyecto de ley para el cual no se hayan preparado. La Constitución es contundente al ordenar que ningún proyecto de ley puede ser votado, si no ha sido anunciado de manera previa en sesión diferente a aquella en que se somete a votación, aviso que, como lo ha precisado la jurisprudencia constitucional de manera sostenida, debe haber sido realizado en la sesión inmediatamente anterior para que tenga certeza y cumpla con el objetivo para el cual ha sido previsto dicho aviso por el constituyente. 
No obstante, el Tribunal constató que el vicio de procedimiento observado era susceptible de ser enmendado por el Congreso de la República, toda vez (i) que tuvo lugar en la plenaria de la Cámara de Representantes, cuando el informe de objeciones gubernamentales ya había sido aprobado en debida forma por el Senado de la República y (ii) durante su trámite no se advierte la afectación de los derechos de las minorías parlamentarias. 
Como consecuencia de lo anterior, en el presente caso, era aplicable el parágrafo del artículo 241 de la Constitución, con fundamento en el cual la Corte decidió devolver el expediente a la Cámara de Representantes, para que rehaga el trámite respectivo. Con tal objeto, el Congreso tendrá un plazo de treinta (30) días, que deberá contarse en la forma establecida en el artículo 202 de la Ley 5ª de 1992, en concordancia con el artículo 45 del Decreto 2067 de 1991. En el evento de ser subsanado el vicio de procedimiento advertido, el proyecto de ley deberá ser remitido por la Cámara de Representantes a la Corte Constitucional para continuar el trámite de rigor, de acuerdo con lo previsto en el artículo 167 de la Constitución Política. 
4. 
Salvamentos y aclaraciones de voto 
El magistrado Alberto Rojas Ríos salvó el voto por considerar que en el presente caso no se había configurado el vicio de procedimiento señalado por la mayoría y, por tanto, se cumplían las condiciones para que la Corte Constitucional, se pronunciara de una vez sobre la objeción formulada por el Gobierno Nacional al proyecto de ley No. 138/10 Senado – 290/11 Cámara. A su juicio, en aplicación del principio de la instrumentalidad de la formas, el anuncio de este proyecto de ley hecho en la sesión de la Cámara de Representantes del 4 de septiembre de 2012, junto con otro proyecto, la circunstancia de que efectivamente fue incluido en el orden del día de la sesión del 5 de septiembre de 2012, sesión en la cual no se alcanzó a votar sobre el mismo, votación que se realizó en la siguiente sesión el 11 de septiembre de 2012, sin que se hubiera realizado otra sesión intermedia, permitían concluir que se había cumplido en debida forma con el mandato constitucional previsto en el inciso final del artículo 160 de la Carta. Advirtieron que el propósito del anuncio previo de la votación se había cumplido a cabalidad, en la medida que los congresistas conocían que el mencionado proyecto de ley iba a ser sometido a su consideración, lo cual se corrobora con la circunstancia de que no hubo reclamo alguno a ese respecto, por parte de ninguno de los parlamentarios. 
Por su parte, el magistrado Nilson Pinilla Pinilla manifestó su salvamento de voto parcial, pues si bien está de acuerdo con la decisión de devolver al Congreso de la República, el proyecto de ley objetado, con el fin de que se enmiende el vicio observado, considera que este error procedimental no era de tanta envergadura, para no haberle dado prelación a la primacía de lo sustancial sobre lo formal, frente a un proyecto de tanta importancia y transcendencia, que imponía a la Corte Constitucional haber decidido de fondo de una vez, acerca de la objeción de inconstitucionalidad formulada por el Gobierno Nacional. 
Los magistrados Mauricio González Cuervo y Jorge Ignacio Pretelt Chaljub anunciaron la presentación de aclaraciones de voto relativas a los diferentes criterios que ha aplicado la Corte Constitucional en materia de procedimiento legislativo.
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